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La señora YUDIS DEL CARMEN MARTINEZ FLOREZ actuando en nombre propio y en representación de su hija menor LEIDY YULIANA SOLAR MARTINEZ; RAFAEL ENRIQUE SOLAR PADILLA, LUZ MARINA COGOLLO DIAZ, LUZ EDETH SOLAR COGOLLO, LUZ ELENA SOLAR COGOLLO, LUIS ALBERTO SOLAR REQUEME y BLANCA LUCIA SOLAR REQUEME, por conducto de apoderado judicial, en ejercicio de la Acción de REPARACIÓN DIRECTA consagrada en el artículo 140 del C.P.A.C.A., formuló demanda en contra de la NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO NACIONAL, para que una vez agotadas las etapas procesales proceda el despacho a decidir de fondo pretendiendo se hagan las siguientes: 
1. DECLARACIONES Y CONDENAS

Solicitó al señor Juez, que proceda a emitir sentencia material en contra de la demandada, concediendo las siguientes pretensiones:
“1. Declárese que LA NACIÓN COLOMBIANA - MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, es administrativamente responsable por el daño antijurídico causado a la parte solicitante, con la muerte del Soldado Profesional OMAR SOLAR COGOLLO, en hechos ocurridos el 28 de mayo de 2013, en el municipio de Amalfi (Antioquia), mientras desarrollaba funciones propias del servicio, y como consecuencia de ello deberá efectuar las siguientes concesiones a título de indemnización integral para los solicitantes.
Daño moral

2. Condénese a LA NACIÓN COLOMBIANA – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, a pagar por concepto de PERJUICIOS MORALES SUBJETIVOS, los salarios mínimos legales que a continuación se indican y se reclaman por el daño causado en los solicitantes, con la muerte del Soldado Profesional OMAR SOLAR COGOLLO en las condiciones descritas en los hechos de este escrito. 

Respecto al daño moral la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado ha sostenido que la pérdida de un ser querido hacen presumir el dolor y la aflicción de sus parientes así: 
“Al respecto el Consejo de Estado ha indicado, “… la simple acreditación de tal circunstancia, para los eventos de perjuicios morales reclamados por abuelos, padres, hijos, hermanos y nietos cuando alguno de estos haya muerto o sufrido una lesión, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta Política, debe presumirse, que el peticionario ha sufrido el perjuicio solicitado”
 (Resaltos fuera del texto)
Teniendo en cuenta que de acuerdo al artículo 90 Superior el Estado debe reparar todo daño antijurídico que le sea imputable, se pretende que el Estado indemnice por concepto de perjuicios morales lo siguiente:

	DAMNIFICADO
	CALIDAD
	S.M.L.M.V.
	VALOR ACTUAL

	Yudis del Carmen Martínez Flórez
	Compañera
	100
	$64.435.000,oo

	Leidy Yuliana Solar Martínez
	Hija
	100
	$64.435.000,oo

	Rafael Enrique Solar Padilla
	Padre
	100
	$64.435.000,oo

	Luz Marina Cogollo Díaz
	Madre
	100
	$64.435.000,oo

	Luz Edeth Solar Cogollo
	Hermana
	50
	$32.217.500,oo

	Luz Elena Solar Cogollo
	Hermana
	50
	$32.217.500,oo

	Luis Alberto Solar Roqueme
	Hermano
	50
	$32.217.500,oo

	Blanca Lucía Solar Roqueme
	Hermana
	50
	$32.217.500,oo

	TOTAL
	600
	$386.610.000,oo


Daño a la salud

3. Condénese a LA NACIÓN COLOMBIANA – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, a pagar a los demandantes, por concepto de DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN, los salarios mínimos legales mensuales vigentes que se indicarán a continuación, por el valor vigente en pesos al momento de la ejecución de la providencia que ponga fin al proceso, junto con los intereses moratorios causados desde tal decisión.
Teniendo en cuenta que de acuerdo al artículo 90 Superior el Estado debe reparar todo daño antijurídico que le sea imputable, se pretende que el Estado indemnice por concepto de perjuicios por daño a la salud lo siguiente:

	DAMNIFICADO
	CALIDAD
	S.M.L.M.V.
	VALOR ACTUAL

	Yudis del Carmen Martínez Flórez
	Compañera
	100
	$64.435.000,oo

	Leidy Yuliana Solar Martínez
	Hija
	100
	$64.435.000,oo

	Rafael Enrique Solar Padilla
	Padre
	100
	$64.435.000,oo

	Luz Marina Cogollo Díaz
	Madre
	100
	$64.435.000,oo

	TOTAL
	400
	$257.740.000,oo


Daño material

Lucro Cesante

4. Condénese a LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, a pagar a YUDIS DEL CARMEN MARTÍNEZ FLÓREZ y LEIDY YULIANA SOLAR MARTÍNEZ, en sus calidades de compañera permanente e hija de la víctima, respectivamente, por concepto de PERJUICIOS MATERIALES en su modalidad de LUCRO CESANTE DEBIDO Y FUTURO, las sumas de dinero que cubran la supresión de la ayuda económica que OMAR SOLAR COGOLLO habría de suministrarle a ellos por el resto de su vida probable a la cónyuge y hasta que sus hija alcanzare los 25 años de edad, respectivamente.

OMAR SOLAR COGOLLO devengaba de su actividad como soldado profesional, unos ingresos mensuales equivalentes a $1.525.048,oo, del que cedía a YUDIS DEL CARMEN MARTÍNEZ FLÓREZ y LEIDY YULIANA SOLAR MARTÍNEZ, un 75% ($1.143.786,oo) valores ajustados con base en los índices de precios al consumidor (total nacional), que correspondan al mes de mayo de 2013 (IPC inicial) y al mes anterior a la ejecutoria de la providencia que ponga fin al proceso (IPC final), junto con los intereses moratorios que se causen a partir de la ejecutoria, lo que se dice expresado en los siguientes literales.

a. La cantidad de meses (m) durante los cuales YUDIS DEL CARMEN MARTÍNEZ FLÓREZ y LEIDY YULIANA SOLAR MARTÍNEZ dejaran de percibir la ayuda económica que la víctima les suministraba es de 570 meses (47,5 años), periodo que se divide en dos:

Meses debidos (md), que en este caso es el lapso transcurrido entre la fecha de la causación del daño antijurídico (mayo de 2013) y la presentación de la solicitud de conciliación (mayo de 2015), para un total de 24 meses.

Meses futuros (mf), que en este caso es la diferencia entre el total de meses y los meses debidos (md), ósea 546 meses, por sumas liquidadas proyectadas por el resto de la vida probable de las personas que serán indemnizadas, tal como fueron individualizadas arriba

b. Se reitera que la renta mensual que la víctima devengaba de su actividad como soldado profesional en el Ejército Nacional, correspondía a $1.525.048,oo, que de acuerdo a la jurisprudencia debe tenerse en cuenta de la siguiente manera:

Salario devengado:






$1.525.048,oo

Gastos de manutención propia:




$381.262,oo

Generando un Salario Base de liquidación:       

        
$1.143.786,oo

Se toma el 100% de ese SBL a saber: 50% para la cónyuge y 50% para la hija de la víctima, por partes iguales. 

c. Debe tenerse en cuenta que: 

· YUDIS DEL CARMEN MARTÍNEZ FLÓREZ compañera permanente de la víctima y dependiente económicamente de esta, al momento de los hechos tenía 30 años de edad. Luego, su expectativa de vida de acuerdo a la resolución 0497 de la Superintendencia Bancaria es de 55,4 años (664 meses).

· La joven LEIDY YULIANA SOLAR MARTÍNEZ hija de la víctima y dependiente económicamente de esta, tenía 5 años de edad al momento de los hechos, por lo cual le faltaban 20 años (240 meses) para llegar a su independencia económica. 

4.1.1.3.1. Indemnización por lucro cesante consolidado o debido (L.C.C)

	L.C.C
	Rf x(1+i)md-1
	=
	$ 1.143.786
	x
	19,0133
	=
	$ 21.747.146,oo
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Esa suma debe adjudicarse de la siguiente manera a YUDIS DEL CARMEN MARTÍNEZ FLÓREZ el 50% y a LEIDY YULIANA SOLAR MARTÍNEZ el restante 50% por partes iguales. En consecuencia corresponde a: 

	CARMEN INÉS VIANA
	$10.873.573,oo

	KELY YOHANA ESPINOSA VIANA
	$10.873.573,oo


4.1.1.3.2. Indemnización por lucro cesante futuro

Se toma la vida probable de OMAR SOLAR COGOLLO (puesto que, entre la víctima y su compañera permanente es la de menor expectativa de vida de acuerdo a la resolución 155 de 2010 de la superintendencia Bancaria) 50,3 años (603 meses)  menos 24 meses. 

Deben adjudicarse de la siguiente manera:

Por los primeros 216 meses (240 meses menos 24 meses ya liquidados) concurren la cónyuge y la hija de la víctima, a la primera corresponde el 50% de lo liquidado y el restante 50% a la hija por partes iguales:

	
	
	
	
	


L.C.F= Rf x (1+i) mf – 1 
=
$1.143.786
X
133,4667
=
$152.657.342

    i (1+i) mf
	YUDIS DEL CARMEN MARTÍNEZ FLOREZ
	$76.328.671

	LEIDY YULIANA SOLAR MARTÍNEZ
	$ 76.328.671


Por el periodo restante, 387 meses (603 meses menos lo ya liquidado) tiempo posterior y que corresponde a la expectativa de vida del señor ESPINOSA OLAYA, de acuerdo a la resolución 1555 de 2010 de la superintendencia Bancaria. Corresponde la indemnización  solo a la señora CARMEN INÉS VIANA de la siguiente manera:

L.C.F= Rf x (1+i) mf – 1 
=
$1.143.786
X
174,0677
=
$199.096.198

    i (1+i) mf

	YUDIS DEL CARMEN MARTÍNEZ FLÓREZ
	$ 199.096.198


Lucro Cesante Consolidado 




        $ 21.747.146

Lucro Cesante Futuro 





        $351.753.540

TOTAL INDEMNIZACIÓN LUCRO CESANTE                $373.500.686”
2. HECHOS

Manifiesta que el señor OMAR SOLAR COGOLLO, era orgánico del Batallón de Combate Terrestre No. 130 “Batalla de Chorros Blancos”, adscrito a la Brigada Móvil No. 25, en calidad de Soldad Profesional. 

Explica que el día 28 de mayo de 2013, siendo aproximadamente las 18:40 horas, a la altura del sector La Posada del municipio de Amalfi, Antioquia, el SLP. OMAR SOLAR COGOLLO se encontraba efectuando maniobra de emboscada. En desarrollo de lo narrado, recibió una descarga eléctrica, producto de un rayo a raíz de la fuerte tormenta que se presentaba en el sector donde cumplía la misión y dicha descarga fue de tal magnitud que le produjo su muerte inmediata.
Expresa que en razón de estos hechos la familia del señor SOLAR COGOLLO ha sufrido diferentes perjuicios y que los mismos se deben a las acciones y omisiones ocasionadas por la entidad demandada.
3. FUNDAMENTOS DE DERECHO

Expone que Conforme a la teoría del daño, no por el simple hecho de que la descarga eléctrica producida por un rayo, corresponda a un hecho de la naturaleza, se convierte en causal eximente de responsabilidad, pues en efecto, si el hecho de la naturaleza deviene en “resistible”, le es exigible a la administración acreditar que agotó los medios necesarios no sólo para resistir, sino además para “preveer”.

Conviene a esta litis, en aras de establecer la real imputación del daño a la entidad, advertir que el mismo (muerte del soldado), era previsible y en consecuencia resistible para la entidad accionada, pues de no ser así, no existirían normas encaminadas a prevenir este tipo de eventos.

En efecto, el Manual de Preservación del Personal del Ejército Nacional EJC 5-5 que entró en vigencia el 28 de diciembre de 2009, expedido por la Dirección de Preservación de la Integridad y Seguridad del Ejército Nacional, dispone: 

“4.3
NORMAS PARA LA PREVENCIÓN DE MUERTES Y LESIONES POR RAYOS.

a. Investigar las áreas de la jurisdicción donde por su constitución geológica atraen los rayos y comunicar a la tropa el procedimiento a seguir cuando operen en estas.

b. Evitar los árboles más altos durante tormentas y de ser necesario resguárdese en árboles más bajos.

c. Durante tormentas eléctricas, impartir la orden a los hombres para que adopten la posición de cuclillas o de montar un pie sobre otro, los fusiles deben quedar al alcance en posición horizontal, sobre objetos no metálicos (en el equipo de campaña).

d. Suspender de inmediato el uso de equipos eléctricos o electrónicos como radios militares, celulares y radios comerciales.

e. Durante el desplazamiento se debe marchar, nunca dejar en contacto con el piso los dos pies al mismo tiempo.

f. 
Capacitar al personal de radioperadores en el manejo de los equipos de comunicaciones durante las tormentas. (Suspender comunicación, apagar inmediatamente, desconectar antenas, bajar la antena, retirar batería)

g. En bases fijas, puestos de mando, no permitir el empleo de antenas provisionales ni hechizas en medios de comunicación. 

h. Verificar que ningún bunker sea metálico, ni las fortificaciones posean tejas, vigas metálicas, varillas verticales que atraigan los rayos.

i. 
Si la unidad tiene a cargo la seguridad de instalaciones particulares donde se ubican antenas repetidoras de telefonía, radio, televisión, etc. verificar y exigir el sistema de pararrayos con cobertura suficiente a los equipos e instalaciones militares donde se ubica la tropa.

j. 
No utilizar motos, bicicletas, tractores u otros vehículos abiertos bajo la tormenta.

k. Si se siente hormigueo en la piel o su cabello se eriza, significa que las probabilidades de que un rayo esté por caer son altas. Alerte de inmediato al personal.

l. 
Durante tormentas sin descuidar la ubicación táctica sobre el terreno, evitar escampar, transitar, prestar guardia en áreas altas del terreno o en picos de montañas. 

m. Evitar que el personal esté cerca de elementos tales como estufas a gasolina y ollas que permanezcan en contacto con el suelo.  

n. Mantener el personal alejado de torres eléctricas, repetidoras, postes, cables eléctricos, alambradas, cuerdas y tuberías metálicas, etc.

o. Concientizar al personal de los daños y consecuencias que generan las descargas atmosféricas.

p. En caso que un soldado haya sido alcanzado por una descarga, y el afectado no tenga pulso ni respiración, se le debe brindar artificialmente sin temor, ya que el efecto eléctrico no es acumulativo.

q. Evite ubicarse cerca de espejos de agua como, lagunas, lagos, ríos, piscinas, aguas estancadas y esteros pues estos atraen los rayos.

r. 
Las garitas elevadas donde presta de servicio el personal de la guardia deben inspeccionarse para evitar estén provistas de tubos, varillas o puntas metálicas que atraigan los rayos. En momentos de tormenta los soldados debe estar abajo o dotarlas de sistemas de protección contra descargas atmosféricas”.

Manifiesta que en el presente caso la entidad demandada incumplió cada una de las medidas de seguridad que se transcribieron con anterioridad y tampoco tomó ninguna medida para evitar la muerte del señor OMAR SOLAR COGOLLO; trae a colación jurisprudencia relacionada con el tema.

4. TRÁMITE IMPARTIDO Y POSICIÓN DE LAS ENTIDADES DEMANDADAS

Mediante auto del 04 de diciembre de 2015, (folio 300), se admitió y se ordenó la notificación en legal forma a la entidad demandada, quien dentro del término para ello dio respuesta a la demanda (folios 313-324) del expediente.  Luego de correr traslado a las excepciones, la parte actora se pronunció mediante memorial visible a folios 361 a 362, mediante auto del 04 de agosto de 2016 (folio 365), se fijó fecha de audiencia inicial, para el 28 de septiembre de 2016.  En audiencia inicial se resolvieron las excepciones previas, se fijó el litigio y se decretaron pruebas de las partes una vez allegadas las mismas, se realizó la audiencia de pruebas el 1 de febrero de 2019 en la cual la parte demandada desistió de los testimonios que habían sido decretados por lo que se dio traslado para alegar de conclusión.
5. CONTESTACIÓN PARTE ACCIONADA

Manifiesta que la entidad demandada respecto de los hechos que unos son ciertos, otros parcialmente ciertos, otros falsos y algunos deberán ser objeto de prueba.
Frente a las pretensiones se opone a todas puesto que cada una de ellas carece de fundamento, posteriormente procede a explicar las razones de la defensa fundamentándose en que no existen medios probatorios que endilguen responsabilidad a la entidad accionada y que esta carga le corresponde a la parte demandante, quien debe demostrar los hechos que afirma constituyen el daño, adicionalmente explica que en el presente caso existe una causa extraña denominada fuerza mayor lo que rompería el nexo de causalidad y la imputabilidad jurídica en contra de la administración, afirma que los hechos acontecidos fueron producto de un riesgo propio del servicio que asumió voluntariamente el señor OMAR SOLAR COGOLLO.

Propone como excepciones:
· INEXISTENCIA DE MEDIOS PROBATORIOS QUE ENDILGUEN RESPONSABILIDAD DE LA ENTIDAD

· INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL

· EXISTENCIA DE CAUSA EXTRAÑA – FUERZA MAYOR

· RIESGO PROPIO DEL SERVICIO

· INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION 

· GENERICAS
6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
La parte demandante y la entidad demandada allegaron sus alegatos de conclusión en los siguientes términos:
DEMANDANTE: En primer lugar solicita se de aplicación al principio IURA NOVIT CURIA, en caso de que el juzgado considere que se debe aplicar otro título de imputación al aducido por la parte actora de acuerdo a los hechos probados en el proceso, seguidamente realiza un resumen de los hechos de la demanda y un análisis de la legitimación en la causa de los actores y de los demás presupuestos procesales.
Luego realiza nuevamente el estudio de las normas para la prevención de muertes y lesiones por rayos contenidas en el Manual de Preservación del Personal del Ejército Nacional EJC5-5 concluyendo que en el presente caso la entidad demandada incumplió cada una de las medidas de seguridad contenidas en esta norma y tampoco tomó ninguna medida para evitar la muerte del señor OMAR SOLAR COGOLLO; trae a colación jurisprudencia relacionada con el tema.

Finaliza realizando observaciones acerca de las pruebas practicadas que permiten acreditar los perjuicios, y solicita que se reconozcan los mismos.

DEMANDADA: Manifiesta que era deber del demandante probar cada uno de los elementos de la reparación, esto es debía demostrar que la muerte del señor SOLAR COGOLLO OMAR fue consecuencia de una falla en el servicio por el incumplimiento del Manual de Preservación del Personal del Ejército Nacional, sin embargo lo único que se demostró fue la relación de afecto entre los demandantes, por lo que no hay razón para condenar a la entidad demanda por estos hechos.
Posteriormente realiza el mismo análisis que presentó con la contestación de la demanda.
MINISTERIO PUBLICO: No rindió concepto.

7. PRUEBAS ALLEGADAS

Las pruebas documentales fueron las siguientes: 

Poderes y registros civiles 

	Nombre
	Parentesco
	FOLIO

	YUDIS DEL CARMEN MARTINEZ FLOREZ
	Compañera
	1-2 y 17

	LEIDY YULIANA SOLAR MARTINEZ
	Hija
	1-2 y 19

	RAFAEL ENRIQUE SOLAR PADILLA
	Padre
	3-4 y 15

	LUZ MARINA COGOLLO DIAZ
	Madre 
	5-6 y 15

	LUZ EDETH SOLAR COGOLLO
	Hermana
	7-8 y 22

	LUZ ELENA SOLAR COGOLLO
	Hermana 
	9-10 y 24

	LUIS ALBERTO SOLAR REQUEME
	Hermano
	11-12 y 26

	BLANCA LUCIA SOLAR REQUEME
	Hermana
	13-14 y 28


· Expediente Prestacional No. 3079 perteneciente al Soldado Profesional OMAR SOLAR COGOLLO donde se liquida una pensión por muerte, dentro del expediente a folio 38 se encuentra el Informe Administrativo por Muerte del Soldado Profesional OMAR SOLAR COGOLLO, en este se lee que: “Teniendo en cuenta el informe presentado por el señor CT. RINCON ROJAS LUIS HUMBERTO CC. 74.365.823, comandante de Cometa 21 segundo pelotón compañía COMETA dando cumplimiento a la Orden de Operaciones MAGNANIMA del BATALLON DE COMBATE TERRESTRE No. 130 “BATALLA DE CHORROS BLANCOS” el día 28 de Mayo de 2013 siendo aproximadamente las 18:40 horas en coordenadas 07°03”50”/74°52”52”. En el sector de la Posada Municipio de Amalfi (Ant), en momentos en que el SLP SOLAR COGOLLO OMAR CC. 98.654.835 se encontraba efectuando maniobra de Emboscada momentos en los cuales cae un rayo sobre el sector donde se encontraba el soldado originándole una descarga eléctrica la cual le causa la muerte.” (folios 31-59)

·  Manual EJC. 5-5 Restringido, MANUAL PRESERVACION DEL PERSONAL DEL EJERCITO NACIONAL del año 2009, a folios 159 a 161, se encuentran las normas para la prevención de muertes y lesiones por rayos, las cuales se transcriben:
a. Investigar las áreas de la jurisdicción donde por su constitución geológica atraen los rayos y comunicar a la tropa el procedimiento a seguir cuando operen en estas.

b. Evitar los árboles más altos durante tormentas y de ser necesario resguárdese en árboles más bajos.

c. Durante tormentas eléctricas, impartir la orden a los hombres para que adopten la posición de cuclillas o de montar un pie sobre otro, los fusiles deben quedar al alcance en posición horizontal, sobre objetos no metálicos (en el equipo de campaña).

d. Suspender de inmediato el uso de equipos eléctricos o electrónicos como radios militares, celulares y radios comerciales.

e. Durante el desplazamiento se debe marchar, nunca dejar en contacto con el piso los dos pies al mismo tiempo.

f. 
Capacitar al personal de radioperadores en el manejo de los equipos de comunicaciones durante las tormentas. (Suspender comunicación, apagar inmediatamente, desconectar antenas, bajar la antena, retirar batería)

g. En bases fijas, puestos de mando, no permitir el empleo de antenas provisionales ni hechizas en medios de comunicación. 

h. Verificar que ningún bunker sea metálico, ni las fortificaciones posean tejas, vigas metálicas, varillas verticales que atraigan los rayos.

i. 
Si la unidad tiene a cargo la seguridad de instalaciones particulares donde se ubican antenas repetidoras de telefonía, radio, televisión, etc. verificar y exigir el sistema de pararrayos con cobertura suficiente a los equipos e instalaciones militares donde se ubica la tropa.

j. 
No utilizar motos, bicicletas, tractores u otros vehículos abiertos bajo la tormenta.

k. Si se siente hormigueo en la piel o su cabello se eriza, significa que las probabilidades de que un rayo esté por caer son altas. Alerte de inmediato al personal.

l. 
Durante tormentas sin descuidar la ubicación táctica sobre el terreno, evitar escampar, transitar, prestar guardia en áreas altas del terreno o en picos de montañas. 

m. Evitar que el personal esté cerca de elementos tales como estufas a gasolina y ollas que permanezcan en contacto con el suelo.  

n. Mantener el personal alejado de torres eléctricas, repetidoras, postes, cables eléctricos, alambradas, cuerdas y tuberías metálicas, etc.

o. Concientizar al personal de los daños y consecuencias que generan las descargas atmosféricas.

p. En caso que un soldado haya sido alcanzado por una descarga, y el afectado no tenga pulso ni respiración, se le debe brindar artificialmente sin temor, ya que el efecto eléctrico no es acumulativo.

q. Evite ubicarse cerca de espejos de agua como, lagunas, lagos, ríos, piscinas, aguas estancadas y esteros pues estos atraen los rayos.

r. 
Las garitas elevadas donde presta de servicio el personal de la guardia deben inspeccionarse para evitar estén provistas de tubos, varillas o puntas metálicas que atraigan los rayos. En momentos de tormenta los soldados debe estar abajo o dotarlas de sistemas de protección contra descargas atmosféricas. (folios 60-272).
· Certificado de calidad militar del Soldado Profesional OMAR SOLAR COGOLLO, donde consta que pertenecía al Batallón 130, Integrante del Primer Pelotón de la Compañía “D”, dicho certificado lo expide el Coordinador Logístico del Batallón de Combate Terrestre No. 130 “Batalla de Chorros Blancos”. (Folio 359)
· Expediente Prestacional No. 199139 en el cual se reconocen unas cesantías definitivas por el fallecimiento del Soldado Profesional SOLAR COGOLLO. (Folios 368-396) 
· Respuesta a Oficio No. 279-4 suscrito por el Coronel FRANK VALENCIA GARCIA JEM Comando de Educación y Doctrina del Ejército en el cual indica que no es posible suministrar copia íntegra y auténtica del Manual de Preservación del Personal del Ejército Nacional, puesto que el mismo es un documento reservado, sin embargo aduce que se podrá acceder al mismo realizando una inspección judicial. (Folios 413-414)
· Respuesta a Oficio No. 2790 suscrito por el Coronel AUGUSTO EMIR HERNANDEZ Jefe del Estado Mayor Décima Cuarta Brigada en el cual indica que un vez consultado con la  sección de personal de esta Brigada, quien realizó una búsqueda exhaustiva en su base de datos histórica, no se encontró registro alguno del señor SLP. Omar Solar Cogollo, pudiendo evidenciar que éste no perteneció a esta unidad operativa menor. (Folios 414-415)
· Respuesta a Oficio No. 2790 suscrito por el Teniente Coronel MARDOQUEO PEREZ ALFONSO Comandante de Batallón de Infantería No. 3 “Batalla de Bárbula” en el cual indica que realizado el análisis y verificación de los documentos físicos y magnéticos del archivo central no se encontró ningún registro con relación al exhorto 2790 según lo manifestado por el Jefe de Archivo de este Batallón. (Folios 416-417)
· Respuesta a Oficio suscrito por el Mayor JESUS FERNEY DIAZ BURGOS Oficial Gestión Jurídica Dirección de Sanidad Ejército en el que informa que el SLP OMAR SOLAR COGOLLO no cuenta con expediente médico laboral en esa Dirección. (Folios 435-436)
· Comisión Auxiliada por el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Caucasia – Antioquia en la cual se recepcionaron los testimonios de los Señores LUIS FERNANDO PEREZ, MARLYS DEL CARMEN ARRIETA ACOSTA, ROSA ISABEL ACOSTA SAENZ y ELIANA CRISTINA MERCADO DIAZ, dichos testimonios comprobaron la relación familiar del señor SOLAR COGOLLO con su compañera permanente, su hija, sus padres y hermanos (demandantes), el sufrimiento y daño que causó en éstos la muerte del Soldado Profesional y el aporte económico que éste realizaba a su familia. (Folios 476-486) 
· Respuesta a Oficios No. 984, 985, 1437, 1438 y 1439 suscrito por el Teniente Coronel HUGO FERNANDO DURAN ROA Comandante del Batallón de Operaciones Terrestre No. 24 donde informa que una vez revisado el archivo central de la Brigada Móvil No. 25 donde se encuentra almacenada la documentación del comando de la BRIM25 y del Batallón de Combate Terrestre No. 130 se pudo evidenciar que dentro de estos archivos no se encontró informe alguno, informe de patrullaje o informativo administrativo por muerte que se debió realizar con ocasión de la muerte del señor SOLAR COGOLLO.
Aduce que se encontró como único soporte de los hechos que dieron lugar a la demanda, el radiograma No. 0623 de fecha 28 de mayo de 2013, emitido por el Comando de la BRIM25 y dirigido a la Dirección de Personal (DIPER), a la DIPSO, a la DIPSE, a la DIOPE, Comando de la DIV07 y del Comando de la Fuerza de Terea Nudo de Paramillo (FUNUP), donde se informa que en coordenadas 070356-745243 sobre el sector de la vereda Areiza del municipio de Amalfi – Antioquia resulta fallecido por descarga eléctrica (rayo) el SLP. OMAR SOLAR COGOLLO y el SLP. DE LA TORRE AVILA NICOLAS. (Folio 532-533).
8. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

8.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: Le corresponde al Despacho determinar si aparece probada la responsabilidad predicada por los demandantes a la entidad demanda por muerte del señor OMAR SOLAR COGOLLO el día 28 de mayo de 2013, cuando recibió una descarga eléctrica mientras prestaba sus servicios al Ejército Nacional o si por el contrario no se encuentra demostrada la responsabilidad de la entidad demandada por existir un eximente de responsabilidad o si prospera alguna de las excepciones propuestas, o si existe alguna que deba ser declarada de oficio.
En el caso de una eventual condena el Despacho deberá resolver las pretensiones resarcitorias.

8.2. PRESUPUESTOS PROCESALES: La acción promovida es la Reparación Directa, consagrada en el artículo 140 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que deviene de un hecho dañoso, negligente u omisivo, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa, derivada del actuar del Estado o sus entidades públicas o particulares que ejercen función pública, con la que puede lesionarse el particular o a otra entidad o institución.  Busca esta acción que se declare la responsabilidad del Estado y la consecuente reparación de los daños causados y percibidos por las víctimas directas e indirectas del mismo. Es elemento fundante de la responsabilidad, la existencia de un daño antijurídico que la persona no esté en el deber legal de soportar. 

Así mismo frente a LEGITIMACIÓN DE LAS PARTES tenemos que por pasiva es la NACIÓN – EJERCITO NACIONAL, entidad que presuntamente tiene el deber legal de protección para el caso concreto y sobre la que recaería la imputación por la acusación de los hechos que se relatan dentro de estas diligencias, anotando que la RESPONSABILIDAD es del Estado, pero la imputación, corresponde a la entidad que directamente produce el hecho que supuestamente genera el daño. Es de advertir en este caso que la admisión de la demanda le fue notificada tal y como obra a folios 309-312, y que la entidad accionada contestó la demanda mediante apoderado legalmente acreditado (folio 313-324).

Ahora bien, frente a la parte actora y su legitimación por activa, los demandantes se encuentran judicialmente representados, por lo que están legitimados por activa para entablar la acción.  

En cuanto a los requisitos, la demanda reúne los de los artículos 171 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y se surtió el trámite regulado y a él se ciñó este Despacho en esta instancia. Por otra parte no avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.
Frente a la caducidad, se advierte que de conformidad con el Numeral 2, literal I del artículo 164 del C.P.A.C.A., el término es de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho.  Para el caso en concreto el hecho de acuerdo a los documentos obrantes en el expediente ocurrió el 28 de mayo de 2013, lo que en principio da a entender que la parte actora debió iniciar la acción antes del 28 de mayo de 2015; el 12 de mayo de 2015 se radicó solicitud de conciliación la cual se llevó a cabo el 23 de julio de 2015 sin lograr acuerdo; el fenómeno de la caducidad no operó, toda vez que la demanda se presentó el 24 de julio de 2015.

8.3. MARCO JURÍDICO APLICABLE:
8.3.1. DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO: Esta figura se encuentra consagrada en el artículo 90 de la Constitución Política, como aquella responsabilidad generada por los daños antijurídicos que le sean imputables al Estado, en ese orden el inciso primero de la norma en mención consagra:  

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.”

En síntesis, el Estado está obligado a reparar los daños y perjuicios que ocasione a los particulares siempre que ellos no estén obligados a soportarlos por imperativo explícito u otro vínculo jurídico, y que surjan como consecuencia de una acción u omisión de una autoridad pública. La Ley 1437 de 2011 en su artículo 140 consagra el medio de control de Reparación Directa, brindando la posibilidad al interesado de demandar por esta vía la reparación del daño causado cuando surja de un hecho, omisión, u operación administrativa o de la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa.

Nuestro órgano de cierre
 aplicando la figura de la responsabilidad, ha mantenido en su jurisprudencia, que la norma constitucional basó esta figura en el daño antijurídico, como pilar estructural del nuevo régimen, pero manteniendo como título de imputación general el de la falla en el servicio.  Manifestó la Alta Corporación que en principio no juega como problema establecer la culpa, porque la norma constitucional desplaza dicho problema de la antijuridicidad a la conducta de la autoridad administrativa y la radica en la antijuridicidad del daño.  De esta forma no importa si el actuar de la Administración fue legal o no para determinar esa responsabilidad, ya que la antijuridicidad no se predica del comportamiento, sino del daño sufrido por el afectado, que puede surgir de una actuación legítima de la Autoridad.  Aun así, la jurisprudencia continúa aplicando los diferentes regímenes de imputación que desde tiempo atrás vienen siendo decantados, ya que ellos han facilitado el proceso de calificación de la conducta de las entidades del Estado y han determinado la existencia del daño y del nexo causal.

En ese orden de ideas, el régimen de imputación por excelencia es entonces el de falla del servicio, en el que se encuentra inmersa la responsabilidad a partir de la comprobación de la existencia de tres elementos esenciales como son: i). El daño antijurídico sufrido por el interesado; ii).  La falla del servicio propiamente dicha, esto es, el deficiente funcionamiento del servicio; y, iii) Una relación de causalidad entre los dos elementos anteriores, con la comprobación de que ese daño se produjo como consecuencia de la falla en el servicio.

Pero es necesario precisar que el título de imputación por responsabilidad patrimonial del Estado, se exterioriza en tres figuras diferentes: i) La común o general, Falla (probada o presunta), ii) El Riesgo excepcional, y, iii) El Daño especial. Y sólo al momento de imputarse esa responsabilidad, se hace necesario examinar a cuál de estos tres títulos se atribuye la misma, a efectos de establecer a quien corresponde la carga de probar el daño y qué elementos de la responsabilidad deben ser demostrados.  También corresponde al Juez examinar, teniendo en cuenta las particularidades de cada caso, el régimen aplicable, evaluando la previsibilidad o no del daño y las circunstancias que rodearon el hecho que lo causó.

8.3.2. LAS DIFERENTES CALIDADES DE PERTENECER A LAS FUERZAS MILITARES: Para esta judicatura, según Jurisprudencia reiterada del H. Consejo de Estado como órgano de cierre de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, existe plena claridad en torno a la calidades que ostentan quienes pertenecen a la Fuerza Pública y es antigua la diferencia entre quienes “Prestan el servicio militar obligatorio y aquellos que se adscriben a estos organismos de seguridad con carácter voluntario o profesional”, respecto de las personas que cumplen el servicio militar obligatorio el vínculo con el Estado surge debido al cumplimiento del deber constitucional de defensa de la independencia, de la soberanía nacional y de las instituciones públicas, este vínculo no tiene carácter laboral, por su parte las personas que ingresan a las Fuerzas Militares voluntariamente el vínculo se genera a través de la relación legal y reglamentaria que se protocoliza a través del acto administrativo de nombramiento y la posesión.

Es así que el personal que ingresa voluntariamente a las Fuerzas Militares, lo hace con el fin de prestar un servicio y a cambio reciben una contraprestación, además gozan de una protección integral de carácter salarial y prestacional, los cuales cuando sufren algún tipo de percance en la prestación del servicio tienen el derecho a que sea resarcido de acuerdo a las normas laborales que regula esta actividad.  
8.3.3. DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO FRENTE A LOS MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA EN EJERCICIO DE SUS FUNCIONES: Los miembros de la fuerza pública que ingresaron voluntariamente, los cuales asumen los riesgos propios de la actividad militar consiente y libremente, y cuando un riesgo de éstos se concretiza como regla general se ha estipulado jurisprudencialmente que los mismos no son imputables al Estado y solo habrá responsabilidad por parte de la Nación y serán indemnizados cuando el origen de estos constituya una falla en el servicio o cuando se somete al Militar a una carga mayor a la que debía soportar respecto de los demás miembros que integran la Institución y que ejercen la misma actividad, esto es, un riesgo excepcional.
En caso como el presente en los cuales un miembro de la Fuerza Pública sufre un daño durante la prestación del servicio el Consejo de Estado en reciente jurisprudencia dispuso: 

“Constatada la existencia del daño en el plano material[35], se impone analizar si este fue antijurídico, pues los artículos 90 constitucional[36] y 65 de la Ley 270 de 1996[37] disponen que el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas.

 

Para que el daño adquiera una dimensión jurídicamente relevante (se predique su antijuridicidad) es menester que el menoscabo[38]: i) recaiga sobre un derecho subjetivo o sobre un interés tutelado por el derecho; ii) no exista un título legal conforme al ordenamiento constitucional que justifique o legitime la lesión al interés jurídicamente tutelado y iii) no haya sido causado o determinado por el hecho de la propia víctima[39]-[40].

 

La Sala denota que existió una lesión definitiva sobre el derecho a la vida[41] de la víctima y los intereses jurídicamente tutelados de los actores, pues la muerte de Alberto Ordóñez Anacona tuvo una dimensión más amplia y pluriofensiva, al incidir directamente en los bienes jurídicos de sus familiares.

 

Asimismo, las pruebas aportadas no permiten concluir, exclusivamente bajo la óptica del derecho civil, que el occiso actuó con culpa grave o dolo y tal proceder fue la causa determinante y exclusiva de su muerte. Tampoco se evidenció un título legal que justificara o legitimara la vulneración del derecho a la vida de la víctima, quien murió durante un enfrentamiento armado contra las FARC. Por lo tanto, la Subsección constata que el daño padecido por los actores es antijurídico.
 

La Sala tomará en consideración que el asunto materia de estudio se originó en el daño padecido por un soldado voluntario en ejercicio de sus funciones, y que estos servidores públicos se sujetan voluntariamente a la actividad militar o policial y asumen de forma libre y consciente los riesgos que se desprenden de su ejercicio[42].

 

Por tal motivo, el daño sufrido por los ciudadanos que voluntariamente ejercen funciones de alto riesgo, relacionadas con la defensa y seguridad del Estado, y que atañe a la concreción de un riesgo inherente y desprendible de esa actividad, es atribuible al Estado cuando la causa del agravio constituya una falla del servicio[43] o la institución lo haya sometido a un riesgo diferente o mayor al que debía soportar en ejercicio de sus funciones. La falla en el servicio en estos casos se refiere a los eventos en que no se implementaron medidas técnicas y demás mecanismos necesarios para prevenir y/o reducir riesgos o no se brindó a los integrantes de los cuerpos armados el entrenamiento suficiente.”

Es claro entonces que para alegar una responsabilidad estatal en este tipo de casos la parte demandante deberá acreditar los elementos que permitan estructurar una falla en el servicio o un riesgo excepcional.
9. DE LOS SUPUESTOS FACTICOS PROBADOS: DE LOS SUPUESTOS FACTICOS PROBADOS:
De la prueba arriba enunciada y que no ha sido discutida por las partes se tiene certeza sobre lo siguiente:
- Que el señor OMAR SOLAR COGOLLO falleció el 28 de mayo de 2013 mientras prestaba sus servicios como Soldado Profesional del Ejército Nacional, en una maniobra de emboscada en el sector de la Posada, Vereda Areiza del Municipio de Amalfi - Antioquia, allí recibió una descarga eléctrica que acabo con su vida.
- Que el señor OMAR SOLAR COGOLLO, es hijo de la señora LUZ MARINA COGOLLO DIAZ y del señor RAFAEL ENRIQUE SOLAR PADILLA, hermano de LUZ EDETH SOLAR COGOLLO, LUZ ELENA SOLAR COGOLLO, LUIS ALBERTO SOLAR REQUEME, BLANCA LUCIA SOLAR REQUEME, padre de LEIDY YULIANA SOLAR MARTINEZ y compañero permanente de YUDIS DEL CARMEN MARTINEZ FLOREZ, demandantes en el proceso de la referencia los cuales tenían una excelente relación, además a raíz de su fallecimiento sufrieron y vieron disminuidos sus ingresos económicos. 
- Que existen unas normas consagradas en el MANUAL DE PRESERVACION DEL PERSONAL DEL EJERCITO NACIONAL, para la prevención de muertes y lesiones por rayos. 
9.1. DEL CASO EN CONCRETO: Como se ha expuesto en la presente providencia, el daño referenciado por la parte demandante se fundamenta en la muerte del Soldado Profesional OMAR SOLAR COGOLLO mientras estaba dando cumplimiento a la Orden de Operaciones MAGNANIMA del BATALLON DE COMBATE TERRESTRE No. 130 “BATALLA DE CHORROS BLANCOS” el día 28 de Mayo de 2013 siendo aproximadamente las 18:40 horas en coordenadas 07°03”50”/74°52”52”. En el sector de la Posada Municipio de Amalfi (Ant), en momentos en que se encontraba efectuando maniobra de Emboscada en los cae un rayo sobre el sector donde se encontraba el soldado originándole una descarga eléctrica la cual le causa la muerte, esto consta en el informe administrativo por muerte y en el radiograma No. 0623.
De acuerdo a lo anterior se encuentra demostrado el daño materialmente, ahora se debe determinar si el mismo tiene las características del daño antijurídico, esto es, que recaiga sobre un derecho subjetivo o sobre un interés tutelado por el ordenamiento jurídico, que no exista una causa legal o constitucional que justifique o legitime la lesión del interés jurídicamente tutelado y que este no haya sido causado por la víctima.
Es claro que existe un daño total sobre la vida del señor SOLAR COGOLLO, que a su vez genera una lesión a los intereses tutelados de los accionantes, puesto que esta situación vulnera directamente sus bienes jurídicamente tutelados al causarles una profunda aflicción.

Adicionalmente no es posible concluir del material probatorio aportado al proceso que el daño haya sido producto de la conducta dolosa o culposa de la víctima directa, ni se observa una razón legal o constitucional que justificara la muerte del señor OMAR, por lo que se concluye que el daño sufrido por los demandantes es antijurídico. 

Teniendo claro lo anterior, es pertinente señalar nuevamente que en casos como el analizado, en los cuales el daño sufrido por un soldado profesional en ejercicio de sus funciones las cuales tienen unos riesgos intrínsecos, los cuales se asumen libremente, solo es atribuible al estado cuando la razón del mismo constituya una falla en el servicio, es decir, se debe determinar si en estos eventos no se implementaron las medidas técnicas y demás mecanismos necesarios para para prevenir o reducir los riesgos, o no se otorgó al personal la capacitación y entrenamiento suficiente; igualmente se configura la responsabilidad cuando la entidad demandada haya expuesto a un miembro de la Institución a un riesgo diferente o mayor al que debía soportar de acuerdo a sus funciones.

El apoderado de los demandantes fundamenta la acción resarcitoria en la supuesta omisión por parte del Ejercito Nacional en cuanto al incumplimiento del Manual EJC. 5-5 Restringido, MANUAL PRESERVACION DEL PERSONAL DEL EJERCITO NACIONAL del año 2009, específicamente lo contenido en el numeral 4.3., que contiene las NORMAS PARA LA PREVENCION DE MUERTES Y LESIONES POR RAYOS, puesto que aduce que la muerte del señor OMAR SOLAR COGOLLO pudo haberse evitado si la entidad accionada hubiera dado cumplimiento a estas normas, lo que generaría una falla en el servicio.
Se encuentra probado que la muerte del Soldado Profesional SOLAR COGOLLO fue producida por un rayo que impactó la zona en la cual se encontraba, mientras prestaba sus servicios a la entidad demanda y desarrollaba una emboscada.

No obstante lo anterior, esta Judicatura considera que por la muerte del señor OMAR, no es posible imputarle responsabilidad patrimonial a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, toda vez que dentro del expediente no obra prueba alguna que suministre certeza sobre las circunstancias de tiempo modo y lugar en las cuales ocurrió la muerte mencionada, esto es, si bien se encuentra demostrado el daño antijurídico solicitado por la parte actora, no se demuestran los demás elementos de la responsabilidad, principalmente demostrar que el mismo es producto de la conducta activa u omisiva de la entidad demandada.

Si bien es cierto que la muerte fue producida por una descarga eléctrica, no existe prueba que permita demostrar que el 28 de mayo de 2013 en el lugar de los hechos había una tormenta eléctrica, como lo afirman los demandantes, tampoco existe algún elemento que permita determinar que en la zona donde ocurrió la muerte, es una zona con alta probabilidad de tormentas eléctricas. 

Aunado a lo anterior no se demostró la forma en la cual para este caso específicamente la entidad demandada incumplió las normas sobre la prevención de muertes y lesiones por rayos, esto simplemente quedó en una manifestación de los actores.
La única prueba sobre los hechos acaecidos el 28 de mayo de 2013, son el informe administrativo por muerte y el radiograma No. 0623, y en éstos solo consta que la muerte fue producto de una descarga eléctrica, pero no se observan referencias a tormentas eléctricas y a incumplimiento de protocolos o normas preventivas.

En este sentido para esta Agencia Judicial los demandantes no lograron demostrar la falla en el servicio alegada y esta situación impide que se declare la responsabilidad patrimonial de la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, por lo que se negarán las pretensiones solicitadas. 
10. CONDENA EN COSTAS:
El artículo 188 de la Ley 1437 de 2011 reguló el tema de costas en el procedimiento administrativo, para lo cual dispuso: 

“Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.”

Ahora bien, de un análisis simple de la norma anteriormente transcrita se podría concluir que la condena en costas en materia contenciosa administrativa debe imponerse de forma objetiva, en asuntos donde se estudie casos de interés particular, sin embargo, cuando la disposición normativa utiliza el término “dispondrá” lo que está queriendo decir es que el juzgador está obligado a pronunciarse sobre si es o no procedente condenar en costas a la parte vencida en el proceso, en este sentido el máximo órgano constitucional se ha pronunciado de la siguiente manera: 

“Si bien una lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte que ha visto frustradas sus pretensiones procesales.”

Así entonces, en el caso sub exámine se evidencia que no se trata de un asunto de interés público, por el contrario, las pretensiones buscan que se le reconozca al demandante un derecho netamente de carácter particular, en este orden de ideas deberá entonces disponerse sobre las costas en esta primera instancia, conforme a la normativa vigente sobre la materia, esto es, el artículo 365 de Código General de Proceso dispone en su numeral primero lo siguiente: “Se condenara en costas a la parte vencida en el proceso, (…)” a su vez el numeral octavo prescribe: “Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”

Analizando el expediente no obra prueba ni siquiera sumaria, donde se evidencie que se causaron costas a favor de la parte demandada, en este caso la parte accionante en su legítimo derecho de acudir a las instancias jurisdiccionales para solicitar lo que creía que debía reconocérsele sin actuar de mala fe en ninguna etapa procesal, no habría lugar entonces de condenar en costas al demandante, puesto que no existe causa ni objetiva, ni subjetiva para reconocerlas y atendiendo el precedente transcrito este Despacho se aparta de su propio precedente en condenas sobre otros asuntos, para predicar que el carácter de las costas no siempre es objetivo.
Por lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

F A L L A

PRIMERO: Se DECLARA próspera la excepción de ausencia de responsabilidad.

SEGUNDO: NIÉGUENSE las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.
TERCERO: NO CONDENAR EN COSTAS a la parte demandante, de acuerdo a la parte motiva de esta providencia.

CUARTO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ORIGINAL FIRMADA
OMAIRA ARBOLEDA RODRÍGUEZ

Juez
� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 15 de octubre de 2008, Consejero Ponente doctor Enrique Gil Botero, Radicación: 18586


� Consejo de Estado. Secciòn Tercera. Setencia del 2 de marzo de 1993.  M.P. Carlos Betancur Jaramillo. Rdo. 7429.


� Sentencia del 30 de septiembre de 2019, Radicado No. 05001-23-31-000-2007-03010-01(46868), Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, Consejero Ponente JAIME ENRIQUE RODRIGUEZ NAVAS.  





� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION PRIMERA, Consejero ponente: GUILLERMO VARGAS AYALA, dieciséis (16) de abril de dos mil quince (2015), Radicación número: 25000-23-24-000-2012-00446-01, Actor: C.I. CITITEX DE COLOMBIA S.A. HOY CITITEX UAP S.A, Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN
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